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Temas:


DERECHO DE PETICIÓN / NO HUBO RESPUESTA CONCRETA / REVOCA Y CONCEDE. - Durante el trámite de primera instancia, el organismo territorial informó que ya había dado respuesta a la solicitud incoada por la accionante, y para el efecto allegó la Resolución No. 2722 del 12 de mayo de 2017, obrante a folio 24 del expediente, acto administrativo que le sirvió como fundamento al Despacho Cognoscente para declarar una carencia de objeto por hecho superado. 

A pesar de lo anterior, la accionante presentó un escrito mediante el cual impugnó el fallo, pues considera que con el acto administrativo aportado por la entidad accionada no puede predicarse la existencia de un hecho superado, especialmente cuando con el mismo no se aborda de manera alguna la solicitud concreta que ella presentó ante esa entidad. 

(…)
Tal situación por sí sola nos permite concluir que efectivamente estamos ante el desconocimiento del derecho fundamental de petición que le asiste a la actora, toda vez que su intención es obtener una respuesta de fondo por parte de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, en la cual se aborden los tópicos propuestos por ella en su escrito, y que además se le indique si es viable o no la concesión de sus pretensiones y cuáles son las razones que fundamentarían esa decisión, sumado a lo cual, es imprescindible, de acuerdo a los factores que permiten deducir la efectividad del derecho de petición, que lo que en esa instancia se resuelva sea efectivamente puesto en conocimiento de la solicitante, y además se le informe los recursos que tiene a su alcance.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

































TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, nueve (09) de marzo de dos mil dieciocho (2018) 

Hora: 8:10 a.m. 
Aprobado por Acta No. 233 

	Radicación:
	660013187003-2017-00143-01

	Accionante:
	Maried Toro de García 

	Accionado:
	Ministerio de Educación  

	Procedencia: 
	Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	Revoca y tutela 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARIED TORO DE GARCÍA, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 3 de enero de 2018, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional impetrada por la recurrente en contra de las SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA Y DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que desde el 11 de diciembre de 1980 hasta el mes de enero de 2004 prestó sus servicios en el nivel de educación Departamental de Risaralda. 

Posteriormente, mediante los Decretos No. 1129 y 1130 del 13 de marzo de 2017 el municipio de Pereira efectuó una homologación y nivelación salarial de los cargos administrativos de los establecimientos educativos, y en consecuencia de ello, mediante la Resolución No. 6200 del 6 de diciembre se le liquidó la suma de $91.000, sin tener en cuenta que el aumento generó un incremento que debe abarcar todo el período laborado y además ser indexado. 
Así las cosas, ha presentado varios derechos de petición ante el municipio y el departamento, en los cuales pide que se le liquiden las prestaciones sociales con base en el incremento salarial objeto de nivelación, pero no ha recibido ninguna respuesta al respecto. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó la accionante que se tutele su derecho fundamental de petición, y en consecuencia de ello, se le ordene a las entidades accionadas realizar las gestiones necesarias para efectuar el reconocimiento y pago de las cesantías e indexación a las que considera tener derecho.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el 20 de diciembre de 2017 y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, así como a la Municipal de Pereira y al Ministerio de Educación Nacional para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción

Más adelante, tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 3 de enero del año que avanza negar la protección del derecho fundamental de petición, toda vez que a criterio del Despacho, frente al mismo operó el fenómeno jurídico del hecho superado. Ahora, en lo referente a las demás solicitudes, se consideró por parte del A Quo que no era viable su concesión, dado que no se cumplía con el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela. 
IMPUGNACIÓN:
El día 11 de enero de 2018 la señora Maried Toro de García presentó un escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, considera que no es válido el argumento esgrimido por el Juez de conocimiento en el sentido de que frente a sus solicitudes operó el fenómeno jurídico del hecho superado, toda vez que según argumenta, ella desconoce el contenido de la Resolución que sirvió de fundamento para tomar esa decisión –No. 2722 del 12 de mayo de 2017-, lo que quiere decir que no se ha cumplido con los requisitos mínimos para la efectividad del derecho de petición.
Le parece incomprensible a la accionante el hecho de que se le esté negando un derecho fundamental cuando desde que se ordenó la nivelación salarial ha venido solicitándole a las entidades accionadas que tengan en cuenta dicho incremento y procedan a su reliquidación. 
Más adelante refirió que la Resolución No. 2272 de 2017 es incongruente, pues no tiene nada que ver con el derecho que ella está solicitando, dado que en la misma se hace referencia a un proceso de homologación y nivelación salarial, cuando lo que está solicitando es una reliquidación de sus cesantías en la que se tenga en cuenta todo el período en que estuvo vinculada con esa Entidad, desde ese punto de vista, dice la accionante que no existe ningún acto administrativo que ella pueda atacar, teniendo en cuenta que el periodo laborado por ella no ha sido objeto de reliquidación. 
Resaltó la señora Maried Toro que uno de los requisitos para la efectividad del derecho de petición es precisamente la oportunidad, es decir, que se brinde una respuesta dentro de los términos legalmente establecidos, cosa que no ocurrió en su caso. 

Finalmente puntualizó que su petición no ha sido resuelta, pues aún sigue esperando que la administración proceda a su reliquidación con base en el salario devengado al momento de su retiro, tal y como lo solicitó en el oficio radicado desde el 3 de febrero de 2017.  

Con base en los argumentos expuestos, reiteró la accionante las peticiones expuestas en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por tratarse del superior jerárquico del Juzgado que profirió la sentencia de primera instancia. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la recurrente, las entidades accionadas han desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
De igual forma, la Ley 1437 de 2011 estableció en su artículo 14 (sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015) los términos con que cuentan las entidades para resolver peticiones, así: 
“Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.” 

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”. 

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

De conformidad con la información obrante en el expediente, se tiene que la señora Maried Toro de García presentó un derecho de petición ante la Secretaría de Educación Municipal de Pereira el día 3 de febrero de 2017, memorial que obra a folio 5 del expediente, el cual estaba encaminado a que se le otorgara una reliquidación de sus cesantías como ex servidora del sector educativo de ese municipio, teniendo como base para ello el último factor salarial devengado. 
No obstante, encontró la necesidad de acudir al presente mecanismo constitucional de amparo al encontrar que transcurrido un tiempo más que prudencial, no había logrado obtener una respuesta frente a aquella solicitud. 
Durante el trámite de primera instancia, el organismo territorial informó que ya había dado respuesta a la solicitud incoada por la accionante, y para el efecto allegó la Resolución No. 2722 del 12 de mayo de 2017, obrante a folio 24 del expediente, acto administrativo que le sirvió como fundamento al Despacho Cognoscente para declarar una carencia de objeto por hecho superado. 

A pesar de lo anterior, la accionante presentó un escrito mediante el cual impugnó el fallo, pues considera que con el acto administrativo aportado por la entidad accionada no puede predicarse la existencia de un hecho superado, especialmente cuando con el mismo no se aborda de manera alguna la solicitud concreta que ella presentó ante esa entidad. 

A partir de este punto la Colegiatura anunciará que comparte los argumentos expuestos por la señora Maried Toro de García, en el sentido de que no es acertado presumir que la Secretaría de Educación de Pereira cumplió con el deber de absolver los cuestionamientos esgrimidos por ella en su derecho de petición, dado que si bien se allegó por parte de ese Organismo la copia de un acto administrativo expedido con posterioridad a la presentación de la solicitud elevada por la actora, el mismo está enfocado, más bien, en corregir otro emitido por esa misma institución con anterioridad, esto es la Resolución No. 6200 del 2016, es decir, mucho antes de la presentación de la petición de la accionante. 

De acuerdo a lo anterior, se puede afirmar que con aquel acto, a pesar de referirse a un tema relacionado con el pago de unas cesantías retroactivas derivadas de un reajuste de nivelación salarial, lo que podría dar a pensar que se abordó el “quid” del asunto propuesto por la actora, lo cierto del caso es que no sólo no se hizo referencia a la petición que de forma puntual presentó la señora Toro de García, sino que tampoco se allegó ningún tipo de constancia que permita inferir que dicha decisión de la administración fue puesta en conocimiento de la aquí recurrente para brindarle la oportunidad de ejercer su derecho de contradicción ante la misma. 

Tal situación por sí sola nos permite concluir que efectivamente estamos ante el desconocimiento del derecho fundamental de petición que le asiste a la actora, toda vez que su intención es obtener una respuesta de fondo por parte de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira, en la cual se aborden los tópicos propuestos por ella en su escrito, y que además se le indique si es viable o no la concesión de sus pretensiones y cuáles son las razones que fundamentarían esa decisión, sumado a lo cual, es imprescindible, de acuerdo a los factores que permiten deducir la efectividad del derecho de petición, que lo que en esa instancia se resuelva sea efectivamente puesto en conocimiento de la solicitante, y además se le informe los recursos que tiene a su alcance.  
Bajo esas condiciones, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante, por lo tanto, lo pertinente será revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo invocada, y en ese sentido, ordenarle a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira que en el término de 10 días hábiles, contados a partir de la notificación de esta decisión, procedan a dar respuesta de fondo, de manera clara y congruente a la petición presentada por la señora Maried Toro de García en esa Dependencia municipal.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 3 de enero del año que avanza, y en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora MARIED TORO DE GARCÍA. 
SEGUNDO: ORDENAR A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE PEREIRA que dentro de los próximos 10 días hábiles, contados a la notificación de la presente decisión, proceda a dar respuesta de fondo, de manera clara y congruente a la petición presentada por la señora Maried Toro de García en esa Dependencia municipal
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-377 de 2000


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.
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